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Grupo de Jurisprudencia y Criterios Administrativos

Posicionamiento
 Quinto Debate Temático

	Desclasificación y el acceso a la información de los archivos de inteligencia y contrainteligencia que contribuyan a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas y la sociedad

	País e institución representada
	Unidad de Acceso a la Información Pública (UAIP) de Uruguay

	Breve Descripción
	A fin de delimitar el tema, a continuación, se desarrollan algunas reflexiones que pueden servir como facilitadores del debate:

· ¿Cuál es la denominación y el concepto que le otorga su legislación a los archivos de inteligencia o contrainteligencia?

En nuestra Ley de Acceso a la Información no se establece el concepto ni el alcance. A nivel parlamentario se maneja actualmente un proyecto de ley que regula todos los aspectos de la inteligencia y contrainteligencia del Estado e incorpora una serie de definiciones. Por ejemplo, define el alcance del concepto de inteligencia: “procedimiento sistemático de recolección, análisis, procesamiento, y diseminación de información, cuya finalidad es producir conocimiento útil para la toma de decisiones”. Por su parte, por contrainteligencia se entiende a la “actividad de inteligencia cuyo objetivo es detectar, localizar y neutralizar acciones desarrolladas por otros Estados o por personas u organizaciones, que puedan afectar los intereses del Estado, su seguridad interior o la defensa nacional” 

· En su marco normativo ¿se encuentran clasificados los archivos de inteligencia o contrainteligencia? En caso de ser positiva su respuesta, favor de citar el artículo y la norma en la que éste se encuentra tipificado.
Se podrían clasificar como información de carácter reservado, en el marco de lo previsto en el art. 9 A) de la Ley de Acceso a la Información N° 18.381.
· ¿Cuáles son las condiciones necesarias para otorgar a un documento el carácter de información clasificada por considerarse materia de inteligencia o contrainteligencia?
Que pueda comprometer la seguridad pública o la defensa nacional (art. 9 A)

· ¿Cuál es el plazo de reserva que se otorga a este tipo de información?
15 años con opción a una prórroga por igual período. Puede ser desclasificada antes si se extinguen las causas que dan lugar a la reserva.

· ¿Existe en su legislación alguna excepción a la clasificación de información que obligue a la institución/sujeto/ente del gobierno a proporcionar la documentación requerida, pese a que ésta sea considerada materia de inteligencia o contrainteligencia?
Si. El art. 12 de la Ley de Acceso establece la Inoponibilidad en casos de violaciones a los derechos humanos, indicando que: “Los sujetos obligados por esta ley no podrán invocar ninguna de las reservas mencionadas en los artículos que anteceden cuando la información solicitada se refiera a violaciones de derechos humanos o sea relevante para investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos".

· De ser el caso ¿qué se requiere para aplicar dicha excepción a un caso concreto?
Invocar el referido artículo y señalar que la información refiere a DDHH.

· ¿En su legislación existe la figura de reparación del daño a víctimas y a la sociedad? De ser afirmativa su respuesta, ¿en qué casos proceden éstas?
Existe legislación específica sobre Reparación Integral a las víctimas del terrorismo de Estado.  Se trata de la Ley N° 18.596 de Actuación Ilegítima del Estado entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985 de Reconocimiento y Reparación a las Víctimas.

· ¿Considera que el ejercicio de la ponderación de derechos es una herramienta adecuada para discernir entre la divulgación o la clasificación de la información?
Si, no obstante nuestra Ley de Acceso a la Información, en el art. 12 establece que “no podrán invocar ninguna de las reservas mencionadas en los artículos que anteceden”, y ello refiere tanto a la información reservada como a la confidencial. De todas formas se trata de ponderar derechos.


	Consideraciones Generales (Relevancia del tema)
	¿Qué tipo de proyectos o acciones ha llevado a cabo su institución en la materia (el acceso a la información de los archivos de inteligencia y contrainteligencia que contribuyan en la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas y la sociedad)?
Nuestra Unidad ha trabajado en una serie de criterios para pautar el acceso a este tipo de documentación.
Estos criterios son utilizados para responder las consultas de los organismos y asesorar a las personas que pretender acceder a este tipo de información. 

Elaborados a partir de las conclusiones comunes extraídas de los informes adjuntos a los Expedientes N° 025/010 y N° 2015-2-10-000031 de la UAIP, así como del Dictamen N° 20/015 de la URCDP.

Se realizaron considerando la tipología de usuarios. Por ejemplo, su identidad y vinculación a los hechos (víctimas y sus representantes), la finalidad para la cual se busca acceder a la información (presentación ante la justicia, obtener reparación integral), u otros intereses en juego (periodistas, investigadores, etc)

Son el resultado de armonizar lo dispuesto en los arts. 10 y 12 de la Ley N° 18.381 de Acceso a la Información Pública,  de 17 de octubre de 2008 y su Decreto reglamentario N° 232/010 de 2 de agosto de  2010; con lo establecido en Ley N° 18.331 de Protección de datos Personales y  Acción de Habeas Data, de 11 de agosto de 2008 y su Decreto Reglamentario N° 414/00 9 de 31 de agosto de 2009. Se han considerado también otras normas de DDHH: - Ley N° 18.435 de Creación del Archivo Nacional de  la Memoria, de 12 de diciembre de 2008. - Ley N° 18.596 de Actuación Ilegítima del Estado entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985 y Reconocimiento y Reparación a las Víctimas, de 18 de setiembre de 2009. - Decreto N° 131/015 de 19 de mayo de 2015, de Creación del Grupo de Trabajo sobre Verdad y Justicia.

Esta interpretación asimismo integra las obligaciones atribuidas al Estado, derivadas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, consagradas en Tratados, Convenciones y demás instrumentos que el país ha ratificado en el marco del sistema interamericano (OEA) o del sistema universal (ONU) de Derechos Humanos. Esto también aplica respecto a lo dispuesto en la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Gelman (CASO GELMAN VS. URUGUAY- SENTENCIA DE 24 DE FEBRERO DE 2010), dónde se establecen una serie de  obligaciones a cargo del Estado uruguayo
.
También se han considerado las pautas establecidas en el INFORME ANUAL DE LA RELATORÍA PARA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN DE LA OEA (2010) - Capítulo III. ACCESO A LA INFORMACIÓN SOBRE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS
.


	Consideraciones 

(Posición sobre el tema)
	CRITERIOS

· Criterio Nº 1. Acceso del público en general (cualquier interesado en el marco del art. 12 de la Ley N° 18.381)

"Art. 12:(Inoponibilidad en casos de violaciones a los derechos humanos).- Los sujetos obligados por esta ley no podrán invocar ninguna de las reservas mencionadas en los artículos que anteceden cuando la información solicitada se refiera a violaciones de derechos humanos o sea relevante para investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos".
Se recomienda realizar versiones públicas
 de acuerdo a la Ley N° 18.381, en base a los siguientes parámetros:
a) Proteger los datos sensibles de las víctimas, a menos que se cuente con el consentimiento expreso de éstas o sus familiares. Si ello no es posible, hay que disociar (dividir el documento brindando acceso a la parte pública y resguardando los datos, o tachar el nombre u otros datos que permitan identificar) a los efectos de brindar acceso (arts. 4° E), 17 y 18 de la ley Nº 18.331).
b) Brindar acceso a la información cuando ésta contiene datos que no requieran el previo consentimiento informado (art. 9 A, B, C Ley Nº 18.331), así como ponderar caso a caso si aplica o no, algunas de las otras excepciones previstas en la misma Ley en los arts. 9 BIS y 17 (por ejemplo, si es información que ya ha circulado, si ya es de público conocimiento o si se encuentra publicada en libros, diarios, etc):

"Art. 9° A), b) y C) de la Ley N° 18.331:
No será necesario el previo consentimiento cuando:

A) Los datos provengan de fuentes públicas de información, tales como registros o publicaciones en medios masivos de comunicación. B) Se recaben para el ejercicio de funciones propias de los poderes del Estado o en virtud de una obligación legal. C) Se trate de listados cuyos datos se limiten en el caso de personas físicas a nombres y apellidos, documento de identidad, nacionalidad, domicilio y fecha de nacimiento. En el caso de personas jurídicas, razón social, nombre de fantasía, registro único de contribuyentes, domicilio, teléfono e identidad de las personas a cargo de la misma".

"Art. 9° BIS, A) B) D) de la ley N° 18.331:
(...) se consideran como públicas o accesibles al público, las siguientes fuentes o documentos:
    A) El Diario Oficial y las publicaciones oficiales, cualquiera sea su soporte de registro o canal de comunicación.  B) Las publicaciones en medios masivos de comunicación, entendiendo por tales los provenientes de la prensa, cualquiera sea el soporte en el que figuren o el canal a través del cual se practique la comunicación. D) Todo otro registro o publicación en el que prevalezca el interés general en cuanto a que los datos personales en ellos contenidos puedan ser consultados, difundidos o utilizados por parte de terceros. En caso contrario, se podrá hacer uso del registro o publicación mediante técnicas de disociación u ocultamiento de los datos personales".

Asimismo, el literal A del artículo 17 de la ley de protección de datos indica que los datos pueden ser transmitidos sin consentimiento del titular siempre que exista una ley de interés general que así lo disponga.

c) Brindar acceso a la información relacionada con la identidad y demás datos personales de los responsables o de quienes están siendo investigados por violaciones de derechos humanos, cuando dichos datos se relacionan con los hechos denunciados. La Ley de Protección de Datos, en este sentido establece que ello es legítimo en virtud de la existencia de otras normas o cuando se considere conveniente, art. 18 parte final de la ley Nº 18.331:

"Art. 18:

Los datos personales relativos a la comisión de infracciones penales, civiles o administrativas sólo pueden ser objeto de tratamiento por parte de las autoridades públicas competentes, en el marco de las leyes y reglamentaciones respectivas, sin perjuicio de las autorizaciones que la ley otorga u otorgare. Nada de lo establecido en esta ley impedirá a las autoridades públicas comunicar o hacer pública la identidad de las personas físicas o jurídicas que estén siendo investigadas por, o hayan cometido, infracciones a la normativa vigente, en los casos en que otras normas lo impongan o en los que lo consideren conveniente".

· Criterio Nº 2. Acceso por parte de las víctimas, familiares o representantes

Se recomienda brindar acceso de acuerdo a la Ley N° 18.331, pues al tratarse de información personal aplica el derecho consagrado en dicha norma (Derecho de Acceso o Habeas Data en sentido propio).

- Las víctimas, familiares y apoderados, tienen derecho a acceder en forma completa a la información (art. 14 de la Ley Nº 18.331). Hay que considerar que el plazo es de 5 días hábiles y no de 20 días como el previsto en la Ley N° 18.381. La información brindada debe ser amplia y versar sobre la totalidad del registro perteneciente al titular, aún cuando el requerimiento sólo comprenda un aspecto de los datos personales. O sea, si se acredita ser el titular o el familiar, la información le pertenece y como tal se le debe  entregar.
"Art. 14:

Derecho de acceso.- Todo titular de datos personales que previamente acredite su identificación con el documento de identidad o poder respectivo, tendrá derecho a obtener toda la información que sobre sí mismo se halle en bases de datos públicas o privadas. Este derecho de acceso sólo podrá ser ejercido en forma gratuita a intervalos de seis meses, salvo que se hubiere suscitado nuevamente un interés legítimo de acuerdo con el ordenamiento jurídico.

Cuando se trate de datos de personas fallecidas, el ejercicio del derecho al cual refiere este artículo, corresponderá a cualesquiera de sus sucesores universales, cuyo carácter se acreditará debidamente.

La información debe ser proporcionada dentro de los cinco días hábiles de haber sido solicitada. Vencido el plazo sin que el pedido sea satisfecho o si fuera denegado por razones no justificadas de acuerdo con esta ley, quedará habilitada la acción de habeas data".   
En estos casos la información de terceros ajenos a los hechos no debe ser entregada al solicitante, pero considerando la materia de que se trata ("violaciones de derechos humanos" (art. 12)  y la finalidad de la información que se solicita ("sea relevante para investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos" (art. 12), esta restricción no aplica a terceros involucrados, que tengan el carácter de testigos, víctimas, o acusados de violaciones de DD.HH.

· Criterio Nº 3. Acceso por parte de la justicia nacional o internacional
Debe brindarse acceso a toda la información solicitada, de acuerdo a lo previsto en la Ley N° 18.381, en aplicación de lo dispuesto en el art. 12.

"Art. 12:(Inoponibilidad en casos de violaciones a los derechos humanos).- Los sujetos obligados por esta ley no podrán invocar ninguna de las reservas mencionadas en los artículos que anteceden cuando la información solicitada se refiera a violaciones de derechos humanos o sea relevante para investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos".
· Criterio Nº 4. Acceso a la información disponible en los sitios web del Estado

Se recomienda realizar versiones públicas de acuerdo a la Ley N° 18.381, en base a los parámetros señalados en el Criterio Nº 1, para el acceso del público en general.



	Áreas de oportunidad 

(¿Qué hace falta para mejorar el derecho de acceso en el tema a discusión? – Nuevos Retos)
	El intercambio y la difusión de los principales criterios técnicos-jurídicos que garanticen el derecho de acceso a la información pública, tanto en su dimensión individual como colectiva, respecto al contenido de los archivos que contengan todo lo referido a las violaciones de derechos humanos ocurridas durante la última dictadura cívico militar, e incluyendo el período pre dictatorial,  abarcando el período 13/06/1968 a 28/02/1985, en armonía con la legislación vigente en Uruguay, incorporando la visión y los aportes de la sociedad civil, la academia y el Estado
Por ende vimos como una área de oportunidad la difusión y la consulta lo más amplia posible. Falta por tanto refrendarlos con los organismos públicos interesados y con las organizaciones de DDHH y de víctimas.

	Precedentes o criterios

(Cómo se ha resuelto el tema en su país o Institución)
	Para trabajar este tema la UAIP ha decidido incorporar un compromiso en el 3er. Plan de Acción de Gobierno Abierto. El compromiso (que comienza a ejecutarse en mayo- junio) incluye lo siguiente:
· Incorporar la visión y los aportes de la sociedad civil, la academia y el Estado.
· Elaboración de los criterios rectores en base a la armonización de la normativa vigente en el país a través de mesas de diálogo y rondas de consultas.

· Ronda de consultas para recibir aportes y sugerencias de organismos e instituciones vinculados a los derechos humanos, tanto del ámbito público como del privado.
· Presentación y difusión de los criterios acordados entre todos, a los diferentes involucrados en la temática (archivólogos, documentalistas, asesores jurídicos, etc)
· Contribuir con la política pública de memoria y reparación integral

· Colaborar con la profesionalización de los archivos: aplicación de normas archivísticas, sistema unificado de información, identificación y análisis documental.

· Alcanzar un acceso amplio pero resguardando el derecho de las víctimas: perfiles de usuarios y niveles de acceso.

· Generar los mecanismos de participación vinculantes.

· Avanzar en la eliminación de los obstáculos legales y fácticos que impidan el acceso y la difusión.


� En dicha Sentencia se indica respecto a las reparaciones a las que está obligado Uruguay, que "El Estado debe adoptar, en el plazo de dos años, las medidas pertinentes para garantizar el acceso técnico y sistematizado a información acerca de las graves violaciones de derechos humanos ocurridas durante la dictadura que reposa en archivos estatales". En el Punto 243 se señala que "Toda persona, incluyendo los familiares de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tiene, de acuerdo con los artículos 1.1, 8.1, 25, así como en determinadas circunstancias al artículo 13 de la Convención, el derecho a conocer la verdad, por lo que aquéllos y la sociedad toda deben ser informados de lo sucedido (…) y cuyo contenido, en particular en casos de desaparición forzada, es parte del mismo (...)". 


Disponible en: � HYPERLINK  "http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia/ficha.cfm?nId_Ficha=345&lang=es" �http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia/ficha.cfm?nId_Ficha=345&lang=es�


� Documento disponible en:  � HYPERLINK  "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=844&lID=2" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=844&lID=2�


� A los efectos de realizar versiones públicas, conviene distinguir, considerando su alcance y significado, entre:


a) Disociación de datos. Consiste en tachar o borrar el nombre de los titulares de datos, ya sean víctimas o terceros ajenos a los hechos, cuando ello se corresponda con las disposiciones legales. Es una acción prevista en el arts. 4° literal G y 17 de la Ley N° 18.331 de Protección de Datos Personales.


b) Principio de divisibilidad: En este caso el nombre no necesariamente debe ser tachado. Se trata de una acción prevista en la Ley N° 18.381, de Derecho de Acceso a la Información Pública, art.  10 in fine: "Tendrán el mismo carácter los documentos o secciones de documentos que contengan estos datos". Art. 7 del decreto reglamentario N° 232/010: Principio de divisibilidad.- Si un documento contiene información que pueda ser conocida e información que debe denegarse en virtud de causa legal, se dará acceso a la primera y no a la segunda".


A la hora de realizar las versiones públicas entonces, hay que valorar cual de las dos técnicas corresponde aplicar. A veces, con sólo brindar acceso a los hechos, disociando los nombres de los involucrados (tachar u ocultar los nombres), se garantiza el derecho del solicitante, sin desproteger los derechos de las víctimas y terceros ajenos. En cambio, si se trata de información que permite su división, pues sólo contiene datos sensibles en tramos o partes del  documento, habrá que aplicar el principio de divisibilidad, brindando acceso a la parte pública y protegiendo la que contiene datos de esa naturaleza, en aras de garantizar el principio de máxima divulgación de la información pública previsto en la ley N° 18.381.
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